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MAGISTRADO PONENTE 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
Pereira, 
Aprobado por Acta No. 
Hora:
1.- VISTOS 

Desata la Sala por medio de este fallo la impugnación interpuesta por la accionante contra el fallo de tutela proferido el veinticinco (25) de enero de dos mil seis (2006) por la señora Juez Tercera Penal del Circuito de Pereira, con ocasión de la acción interpuesta por la ciudadana ELVIA ROSA TABORDA DE RAMÍREZ y donde aparece como demandada la E.P.S. Seguro Social.
2.- DEMANDA 

Señala la paciente que es persona de escasos recursos económicos que durante los últimos diez (10) años ha presentado aumento de peso lo que le ha ocasionado dolor articular en sus rodillas y caderas, dolor lumbar intenso, hipertensión arterial, dislipidemia, apnea del sueño, incontinencia urinaria, problemas de úlceras varicosas en la pierna derecha e insuficiencia venosa bilateral, padecimientos que le dificultan desarrollar sus actividades diarias.
Acudió al Seguro Social con el fin de solicitar el tratamiento médico denominado BYPASS GÁSTRICO o CIRUGÍA BARIÁTRICA por diagnóstico de obesidad mórbida. En vista que los doctores del ISS no ordenaron la cirugía a pesar de conocer el riesgo que corre su vida y la situación de su salud; visitó a un especialista quien realizó una justificación técnica científica de la necesidad urgente de la cirugía, por razón de las consecuencias y complicaciones que pueda tener su salud, ya que se compromete su vida en caso de no procederse como tal facultativo lo ordena.

El Seguro Social negó la solicitud argumentando que ese tratamiento no se encuentra contemplado en el Plan Obligatorio de Salud y que no reconocen solicitudes realizadas por médicos no adscritos al ISS. Tal entidad no le ha informado qué entidades públicas o privadas de la ciudad que tengan contrato con ella, están en capacidad de atender las necesidades de salud que presenta la actora.

Considera que las entidades de salud están en la obligación de suministrar a los afiliados y beneficiarios medicamentos excluidos del POS, en este caso, el tratamiento esencial para su supervivencia denominado BYPASS GÁSTRICO o CIRUGÍA BARIÁTRICA.

3.- FALLO 

La señora Juez Tercera Penal del Circuito de la ciudad, en su rol de Juez Constitucional consideró que la E.P.S. Seguro Social no había vulnerado derecho alguno en este evento. Para llegar a tan conclusión se fundamentó en reiterada jurisprudencia constitucional que señalaba los requisitos para que el Juez en sede de tutela, pudiera ordenar el suministro de un medicamento o procedimiento no contemplado en el POS.

Fue así como encontró que la orden de cirugía bariátrica no había sido emitida por médicos adscritos a la E.P.S. a la cual se encuentra afiliada la actora, y en su defecto, el dictamen según el cual la peticionaria era candidata para la práctica de la intervención quirúrgica motivo de disputa fue formulado por un grupo de especialistas de la Clínica Endoline de la ciudad de Armenia, los cuales no está adscritos a la E.P.S. ISS. En esas condiciones, no era posible disponer la práctica de tal intervención, en el entendido que era potestad que residía en los médicos propios de la entidad o aquellos a los cuales hubiere acudido debidamente remitida por la E.P.S.
En consecuencia negó la tutela de los derechos invocados como vulnerados, pero aclaró que la actora tenía derecho a que la entidad accionada la atendiera y la remitiera de manera oportuna al médico pertinente y en caso de que este profesional considere necesaria la realización de la cirugía solicitada, la entidad debería autorizarla sin importar el tiempo de vinculación. 
4.- IMPUGNACIÓN

La accionante al momento de ser notificada del fallo, consignó de manera escrita que apelaba la decisión, sin que manifestara las razones de su disenso, razón por la cual la presente acción ha llegado a esta Sala para que profiera sentencia de segunda instancia.
5.- POSICIÓN DE LA SALA

Se tiene competencia para decidir la impugnación incoada por la actora contra el fallo proferido por la señora Juez Tercera Penal del Circuito de esta ciudad, de conformidad con las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1382 de 2000.

En lo que es materia de impugnación, debe decir la Sala que concuerda con la posición asumida por la señora falladora de primera instancia, habida cuenta de estar su decisión ajustada a los lineamientos jurisprudenciales que establecen como uno de los requisitos principales para que se profiera una orden respecto de determinado medicamento o procedimiento, que el mismo haya sido prescrito por uno de los profesionales de la medicina al servicio de la propia E.P.S. o quien haya examinado al paciente por remisión efectuad de conformidad con la reglamentación interna de cada entidad prestadora de salud. Precisamente, sobre el punto, una vez más la Corte Constitucional en reciente decisión, con planteamientos fácticos similares a los aquí ventilados, reiteró la línea jurisprudencial existente sobre la materia, para lo cual dijo: 
Cada uno de estos requisitos pretenden que de manera razonable el juez de tutela pueda salvaguardar los derechos del paciente. Por tanto, el juez de tutela debe verificar su cumplimiento y decidir conforme lo probado. Por ejemplo y para el caso en estudio, corresponde precisar que el requisito sobre la exigencia que sea el médico tratante, quien debe ordenar el medicamento o la cirugía, tiene una finalidad específica, tal como se desprende de los diversos pronunciamientos emitidos por esta Corporación: En sentencia T-001 de 2005
, se menciona: “el médico tratante, ha entendido esta Corporación, es el profesional vinculado laboralmente a la respectiva EPS que examine como médico general o como médico especialista al respectivo paciente. De no provenir la prescripción del médico que ostente tal calidad, el juez de tutela no puede dar órdenes a la EPS encaminadas a la entrega de medicamentos o la realización de tratamientos determinados por médicos particulares. Como lo ha señalado la jurisprudencia constitucional
, no es válida la orden dada por un médico particular no vinculado a la EPS accionada. Al respecto, se ha afirmado:

“Como se expresó en la parte considerativa, es necesario que el tratamiento a seguir sea determinado por el médico tratante de la EPS para que este vincule a la entidad con la prestación de los servicios médicos determinados. En el presente caso de lo dicho por el médico tratante no se desprende la existencia de una orden inequívoca y explícita de la necesidad de cirugía.”  (T-749 de 2001 M.P. Marco Gerardo Monroy Cabra)”.

Se tiene entonces, que es evidente que en el presente evento la orden de la cirugía que reclama la actora, no proviene de alguno de los galenos del Seguro Social o es el fruto de la remisión hecha hacia cualquiera de los facultativos con los cuales la entidad estatal tenga contrato de prestación de servicios. Quedó debidamente establecido que la misma tiene  origen en el concepto de los médicos de una institución independiente a la cual la actora acudió de manera particular.

Además, vale la pena destacar que la accionante no quedó desprotegida, habida cuenta de haberse dispuesto en la providencia impugnada que de todas maneras el Seguro Social debe proveer la atención que requiera el estado de salud de la accionante, para lo cual deberá hacerla ver de los médicos pertinentes, cuyo criterio debe ser respetado, por ejemplo en el caso de que concluyan que en efecto, la cirugía de BYPASS GÁSTRICO es la única alternativa que permita superar la condición médica que presenta.
Con tales fundamentos, se procederá entonces a confirmar la sentencia impugnada.

6.- DECISIÓN 
En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,  

FALLA

PRIMERO: SE CONFIRMA el fallo de tutela proferido por la señora Juez Tercera Penal del Circuito de Pereira. 

SEGUNDO: Por secretaría se remitirá el expediente a la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión.
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE



VICENTE RODRÍGUEZ FEO

JOHEL DARÍO TREJOS LONDOÑO
CRUZ ELENA GONZÁLEZ LÓPEZ

Secretaria de la Sala
� M.P Alfredo Beltrán  Sierra. 


� SU-480 de 1997 y T-665 de 1997, reiteradas en T-378 de 2000, y la T-749 de 2001.


� Sentencia T-027 del 26-01-2006 M.P. Dr. Alfredo Beltrán Sierra.
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